
 
 
 
 
 
 
 

 
HONORABLE ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
A las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Trabajo y Seguridad Social, 

se turnó, para estudio y dictamen, la Minuta proyecto de Decreto por el que se 
reforman y adicionan diversas disposiciones de los Artículos 107 y 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia 
laboral, remitida por la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión. 
 
Al efecto, quienes integramos las Comisiones de referencia, en ejercicio de las 

facultades conferidas a este órgano congresional por los artículos 58 fracción XLIV de la 

Constitución Política del Estado; 35 párrafo 1, inciso p), 36 inciso a), 43 párrafo 1 incisos 

e), f), y g), 44, 45, 46 párrafo 1, 87, 88 párrafo 1, 93 inciso c) y 95 párrafos 1, 2, 3 y 4 de 

la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, 

procedimos al estudio de la Minuta referida, por lo que tenemos a bien presentar el 

siguiente: 

 
 
 

D I C T A M E N  
 

I. Competencia. 

 

Como punto de partida es preciso dejar asentado que es competencia de este 

Honorable Congreso del Estado, conocer de la reforma que a la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos pretende efectuarse, acorde al sistema que nuestro 

derecho constitucional previene y que la propia Carta Magna establece en su artículo 

135, en el que se precisa que, para que las modificaciones lleguen a ser parte de la 

Constitución General de la República, se requiere que el Congreso de la Unión, por el 

voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, las acuerden, y que dichas 

reformas sean aprobadas por la mayoría de las Legislaturas de los Estados. 

 

 

COMISIÓN UNIDAS DE PUNTOS CONSTITUCIONALES 
Y DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 
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En concordancia con la disposición constitucional que antecede, con base en lo 

dispuesto en el artículo 58 fracción XLIV, de la Constitución Política del Estado, es 

atribución de esta Legislatura concurrir al proceso de reformas de la Constitución 

General de la República como parte del Constituyente Permanente. 

 

En ese tenor, una vez efectuada la etapa procedimental previa, con la aprobación de las 

Cámaras Legislativas que integran el Honorable Congreso de la Unión, corresponde a 

esta Honorable Representación Popular determinar su posición en relación a la reforma 

constitucional que nos ocupa, en el sentido de decidir si se considera procedente o no la 

misma. 

 

Es así que, con base en los fundamentos constitucionales y legales antes descritos, 

queda plenamente justificada la facultad de este Congreso para conocer de esta reforma 

constitucional. 

 
II. Antecedentes del proceso legislativo. 

 
 

1. En sesión ordinaria el 28 de abril del año en curso, el Lic. Enrique Peña Nieto, 

Presidente de la República, presentó una iniciativa con proyecto de Decreto por el que 

se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia laboral, mediante el cual se 

propone reformar los artículos 107 y 123 de la Ley Fundamental de la República. 

 

En esa misma fecha, la Mesa Directiva determinó turnar dicha iniciativa a las 

Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, de Justicia; de Trabajo y Previsión 

Social y de Estudios Legislativos, Segunda, a fin de que realizaran el estudio, análisis 

y dictamen correspondiente. 
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2. Se incluye en el expediente de la Minuta, un antecedente relacionado con el propósito 

de transferir la justicia del trabajo del ámbito de las Juntas de Conciliación y Arbitraje 

a la esfera del Poder Judicial de la Federación, consistente en la iniciativa con 

proyecto de Decreto del Senador Luis Sánchez Jiménez, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

 

3. El 13 de octubre del presente año, en sesión ordinaria del Pleno de la Cámara de 

Senadores, se aprobó por 99 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones, el dictamen 

que contiene proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 

de justicia laboral. 

 

4. En fecha 14 de octubre, se remitió a la Cámara de Diputados escrito del Gobernador 

Constitucional del Estado de Aguascalientes, por el que hace diversas observaciones 

al proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia laboral. 

 
5. El18 de octubre del presente año se realizó un Acuerdo de las Comisiones Unidas de 

Puntos Constitucionales; de Justicia; de Trabajo y Previsión Social y de Estudios 

Legislativos, Segunda, por el que se modifica el dictamen con proyecto de decreto por 

el que se reforman y adicionan diversas fracciones de los artículos 107 y 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia laboral. 

 
6. El 4 de noviembre de 2016, el Pleno de la H. Cámara de Diputados aprobó la Minuta 

con proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de 

los artículos 107 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

en materia de justicia laboral, por 379 votos en sentido positivo, 2 votos en contra y 19 

abstenciones, por lo que determinó turnarse a las legislaturas de los Estados  para los 

efectos constitucionales. 
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7. La Minuta de referencia fue recibida por este Congreso del Estado en Sesión 

Ordinaria celebrada el 9 de noviembre del 2016, siendo turnada a las Comisiones de 

Puntos Constitucionales y de Trabajo y Seguridad Social, para efecto de su estudio y 

elaboración del Dictamen correspondiente. 

 
 
III. Objeto de la Minuta. 
 

La Minuta sometida a consideración de esta Sexagésima Tercera Legislatura tiene como 

propósito establecer la competencia para conocer y resolver las controversias en materia 

laboral al Poder Judicial de la Federación y a los Poderes Judiciales de las entidades 

federativas, así como fortalecer la función conciliatoria en los asuntos del trabajo, 

mediante la atención de la misma por un organismo público descentralizado para los 

asuntos federales y a través de los Centros de Conciliación que establezcan las 

entidades federativas, de igual forma la reconformación de las funciones de registro de 

las organizaciones sindicales y de los contratos colectivos de trabajo como una 

competencia federal y finalmente se pretende adoptar medidas para garantizar la 

libertad de negociación colectiva y la expresión personal, libre y secreta de la voluntad 

de los trabajadores para la elección de sus dirigentes, su participación en los procesos 

de suscripción y registro de contratos colectivos de trabajo y la resolución de conflictos 

entre sindicatos. 
 
 
IV.  Análisis de la Minuta. 
 
Como se desprende del análisis efectuado a los documentos que integran el expediente 

de la Minuta que se dictamina, la misma se basa en la siguiente exposición de motivos: 
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En principio señala el Ejecutivo Federal en su Iniciativa que, la Constitución Política de 

1917, es un crisol de las reivindicaciones políticas, sociales y económicas que nutrieron 

a la Revolución Mexicana, adelantada como ninguna en su tiempo en su filosofía social, 

que reconoce derechos fundamentales mismos que durante el Siglo XX constituyeron 

fuertes pilares de la Nación. La rica composición de los grupos representados en el 

Congreso Constituyente de 1916-1917 dan clara muestra de la altitud de miras con que 

fueron finalmente redactados tres de los más emblemáticos artículos de la Carta Magna 

3o., 27 y 123 y decantan también la nueva relación entre el poder público y los grupos 

sociales organizados. En el ámbito laboral este pacto social constituye la génesis del 

tripartismo mexicano. Es el acto fundacional. 

 

Alude que la reconstrucción del país, la pacificación del mismo, el acercamiento de 

posiciones, no habría sido posible sin el acuerdo entre diversos actores. El proceso de 

industrialización que inicia después de superadas las luchas por el poder, no se explica 

sino en la medida en que los trabajadores, los empresarios y el gobierno generan 

espacios de diálogo constructivo. 

 

Añade que esa eficaz fórmula del diálogo social y el tripartismo fueron el cimiento de las 

grandes instituciones laborales del país como el Instituto Mexicano del Seguro Social, 

institución de vanguardia y ejemplo internacional de la protección que desde el Estado, -

no sólo del gobierno-  se debe brindar a quienes día a día contribuyen al desarrollo del 

país; el Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores; el actual 

Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores, el Comité Nacional 

de Productividad entre otros. En estas instituciones se discute con seriedad el bienestar 

de los trabajadores y se toman determinaciones en su beneficio. 
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Por ello, menciona que la relación entre el Gobierno Federal, los trabajadores y 

empleadores del País es una relación sólida, sustentada en la confianza, en el diálogo, 

en el consenso, en el acuerdo y abonada por los mejores intereses de México. 
 

A casi 100 años de promulgada la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1917, la sociedad mexicana no es la misma que la de hace un siglo. Las 

grandes transiciones por las que ha discurrido nuestro devenir histórico: la demográfica, 

la de salud y la de la urbanización y los asentamientos humanos en las ciudades han 

dado un distinto perfil al país. El mundo ha cambiado vertiginosamente. Nuestro país 

también. 

 

Por otro lado, refiere que las leyes deben también ser revisadas y adaptadas a nuevas 

realidades y los tiempos que vislumbra el futuro. El actual Gobierno Federal emprendió 

una serie de transformaciones estructurales sustentadas en sólidas reformas 

constitucionales y legales cuyo propósito fue dotar al Estado mexicano de una renovada 

institucionalidad, sentar las bases para un mayor crecimiento económico y social, y 

mejorar con ello las condiciones de vida de los mexicanos. 

 

La reforma laboral,  es una de las reformas estructurales que fue impulsada con el 

consenso de la mayoría de las fuerzas políticas del país. Se realizó pensando en los 

trabajadores del país que día a día con su esfuerzo, dedicación y talento aportan al 

desarrollo del mismo. 

 

A poco más de tres años de promulgadas las reformas y adiciones a la Ley Federal del 

Trabajo, podemos afirmar con resultados concretos que, a pesar del corto tiempo que ha 

tenido de vigencia, la reforma laboral ha dado buenos resultados en la mayoría de los 

cambios introducidos. 
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Con las reformas a la legislación laboral, se incorporaron nuevas modalidades de 

contratación flexibles, con esquemas a prueba o de capacitación inicial. La flexibilización 

del mercado laboral, abrió a los jóvenes más oportunidades para incorporarse a un 

empleo, incluso, si no tienen experiencia previa. La capacitación, el adiestramiento y la 

productividad adquirieron una nueva dimensión, ya que la ley privilegia la formación de 

talento y hace de la productividad, con beneficios compartidos un nuevo paradigma de la 

relación laboral. La productividad se incrementa en ambientes de trabajo seguros, por 

ello se fortalecieron las facultades de vigilancia de la autoridad laboral en materia de 

seguridad y salud en el trabajo. 

 

Señala que la reforma también dispuso medidas para mejorar las condiciones de empleo 

de los grupos vulnerables, las personas con discapacidad, y protege los derechos de los 

niños al tipificar como delito el trabajo fuera del círculo familiar y establecer con claridad 

la edad mínima para trabajar, así como la prohibición de desarrollar trabajos peligrosos o 

inseguros. Medio millón de niños que se encontraban desempeñando un trabajo han 

sido retirados del mismo en estos años para proteger su desarrollo físico y emocional. 

 

Menciona que los cambios introducidos en la justicia laboral se sustentaron 

fundamentalmente en el establecimiento de mecanismos para eficientar los 

procedimientos acortando tiempos para que la justicia sea una realidad, y en la 

profesionalización del personal encargado de impartirla. No obstante, después de tres 

años y como resultado de concienzudas evaluaciones y análisis presentados en diversos 

foros, se arriba a la conclusión que se requieren transformaciones cualitativas para que 

la justicia laboral cumpla su propósito. 

 

Argumenta que una de las más sentidas demandas de la sociedad mexicana es acceder 

a una justicia cercana, objetiva, imparcial, eficiente, no es un reclamo exclusivo de la 

justicia laboral, la exigencia se presenta en todo el espectro de las variadas relaciones 

humanas en conflicto. 
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Asimismo, alude que la justicia penal es un ejemplo muy acabado de ello, a lo largo de 

años se ha trabajado en un nuevo sistema de justicia penal que habrá de entrar en vigor 

en unos días más. 

 

Menciona que las condiciones de la impartición de justicia laboral han experimentado 

profundos cambios. En gran medida, los problemas que afectan a la justicia laboral se 

desprenden de factores y mecanismos anacrónicos frente a la realidad de México. 

 

Expresa que la justicia laboral presenta problemas en su funcionamiento porque sus 

instituciones y procesos fueron creados en una condición histórica que contrasta 

abismalmente con la que actualmente se vive. 

 

Comenta que el incremento de la rotación laboral frente a la mayor volatilidad de los 

empleos y la flexibilización de formas de contratación y despido, han provocado a partir 

de la década de los ochenta, el aumento significativo de los conflictos individuales. En 

dos décadas, de 1995 a 2015, se incorporaron a la población económicamente activa del 

país, más de 18 millones de mexicanos, periodo en el que los conflictos individuales 

aumentaron 132%, al pasar de 125,510 en diciembre de 1994 a 291,548 en diciembre 

de 2015. 

 

Señala que frente a lo ocurrido en otros países, en México, en los últimos años se han 

realizado importantes esfuerzos por modernizar las instituciones de impartición de 

justicia en el ámbito laboral, que han resultado en mejoras en materia de conciliación y 

en un ambiente de diálogo y equilibrio entre los factores de la producción, no obstante, lo 

cierto es que se han mantenido prácticamente intactas su estructura y procesos, desde 

su fundación a fines de la década de 1920. 
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Señala que en consecuencia, el ritmo en la modernización de las instancias impartidoras 

de justicia laboral ha quedado desfasado frente a las necesidades y expectativas de la 

sociedad.  Por tanto, el siguiente paso es avanzar hacia una justicia laboral del Siglo 

XXI. En este sentido, existe la firme determinación de llevar a cabo una profunda 

transformación del sistema de justicia laboral. Ello alcanza a las propias Juntas de 

Conciliación y Arbitraje en los ámbitos federal y estatal. 

 

Argumenta que esta iniciativa está dirigida a acabar con todo espacio susceptible de 

prohijar inercias, vicios y prácticas que durante el desarrollo de un conflicto laboral dan 

lugar a la incertidumbre jurídica. 

 

Asimismo, refiere que se debe eliminar todo elemento que convierta a la justicia laboral 

en lenta, costosa, de difícil acceso y cuestionable, así como combatir la parcialidad, 

simulación, discrecionalidad y opacidad. 

 

Señala que para la consecución plena de estos objetivos, deben romperse paradigmas 

que constituyan obstáculos o desviaciones. Es indispensable actualizar nuestras leyes y 

hacerlas acordes a la realidad laboral nacional e internacional, así como transformar 

instituciones y construir nuevas políticas públicas integrales y consensadas, con base en 

los principios de legalidad, imparcialidad, equidad, transparencia, eficacia, certeza, 

independencia, objetividad, profesionalismo, publicidad, confiabilidad y autonomía. Esta 

modernización contribuye a asegurar la protección de los derechos fundamentales de los 

trabajadores, especialmente en escenarios de crisis. 
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Refiere que la impartición de justicia laboral construida sobre los principios anteriores es 

determinante para consolidar la democracia, fortalecer las instituciones, garantizar la 

igualdad de todos los ciudadanos y de todo aquel que se encuentre en el país, contribuir 

al desarrollo económico, reforzar las políticas de justicia y fortalecer al Estado 

Democrático de Derecho. 

 

Alude que una justicia laboral efectiva, pronta y expedita dará certeza jurídica a 

trabajadores y a empleadores. Ello permitirá elevar tanto la productividad y la 

competitividad económica, así como la calidad de vida de las familias mexicanas. 

 

Destaca el análisis y diálogo que se desarrolló entre los representantes del gobierno, los 

tribunales laborales, la academia y la sociedad civil que participaron en la Mesa de 

Justicia Laboral Cotidiana. La culminación de sus tareas permitió identificar propuestas 

de solución a diversas situaciones comunes y apremiantes que aquejan la justicia 

laboral. 

 

Menciona que la intención primordial de las propuestas se encamina a transformar, a 

profundidad, tanto los incentivos perversos que subsisten en el marco legal vigente, 

como los procedimientos y actuaciones de las instituciones del Estado encargadas de 

impartir la justicia laboral, factores que hoy constituyen una limitante para que ésta 

llegue con la celeridad, economía y seguridad que demandan los ciudadanos. 

 

Refiere que las reformas que se proponen en esta iniciativa buscan consolidar la 

autonomía y eficacia en la impartición de justicia. Se trata de atender un reclamo social 

de primer orden, frente a la innegable necesidad de modernización del sistema hasta 

ahora vigente. Se trata, sin lugar a dudas, de la reforma más importante en la materia 

desde la promulgación de la Carta Magna de 1917. 
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Por ello, señala que la iniciativa propone una reforma de fondo al derecho procesal del 

trabajo, a partir de tres premisas fundamentales: 

 

1) Se propone que la justicia laboral sea impartida en lo sucesivo por órganos del Poder 

Judicial Federal o de los poderes judiciales locales, según corresponda. 

 

2) Se propone replantear la función conciliatoria, de manera que constituya una instancia 

prejudicial a la cual los trabajadores y patrones deberán acudir. Con esta medida se 

privilegia que los nuevos órganos de impartición de justicia laboral concentren su 

atención en las tareas jurisdiccionales, propias de su nueva responsabilidad. En tanto, la 

función conciliatoria estará a cargo de Centros de Conciliación especializados e 

imparciales, dotados con personalidad jurídica y patrimonio propios, además de que 

contarán con plena autonomía técnica, operativa, presupuestaria, de decisión y de 

gestión; mismos que serán organismos descentralizados. Destaca que la iniciativa 

delinea el nuevo procedimiento que se deberá observar en la instancia conciliatoria de 

manera que resulte eficaz para las partes. Para tal efecto se propone que esta etapa 

procesal conste de una sola audiencia obligatoria con fecha y hora debidamente fijadas 

de manera expedita y que las subsecuentes audiencias de conciliación sólo se realicen 

con el acuerdo de las partes el tiempo que de común acuerdo determinen. 

 

3) Se propone revisar el sistema de distribución de competencias entre las autoridades 

federales y locales. De esta manera, con el propósito de fortalecer el ejercicio de las 

libertades de negociación colectiva y de sindicación, se considera necesario crear un 

organismo descentralizado de la Administración Pública Federal que tendrá la facultad, 

entre otras, de atender el registro de todos los contratos colectivos de trabajo y de las 

organizaciones sindicales, así como todos los procesos administrativos inherentes a 

dichas materias. El organismo también tendrá a su cargo la función conciliatoria en el 

orden federal. 
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Señala que, por lo que hace al régimen transitorio, de merecer la aprobación 

correspondiente, la reforma entraría en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las 

entidades federativas deberán realizar las adecuaciones legislativas que correspondan 

dentro del año siguiente a la entrada en vigor del Decreto. Dentro de ese mismo plazo, 

se deberá presentar la terna para la designación del titular del organismo 

descentralizado que se encargará de atender los asuntos relacionados con el registro de 

contratos colectivos de trabajo y organizaciones sindicales. 

 

Asimismo, menciona que el régimen transitorio también prevé las medidas pertinentes 

que se deberán adoptar en tanto se instituyen e inician operaciones los juzgados y 

tribunales laborales, los Centros de Conciliación y el organismo descentralizado a que se 

refiere la iniciativa, que en esencia consisten en: 

 

a) Las Juntas de Conciliación y Arbitraje, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social o 

las autoridades locales, según corresponda, continuarán atendiendo las diferencias o 

conflictos entre el capital y trabajo y sobre el registro de los contratos colectivos de 

trabajo y de organizaciones sindicales. 

 

b) Los Tribunales Colegiados de Circuito del Poder Judicial de la Federación, 

continuarán conociendo de los amparos interpuestos en contra de laudos emitidos por 

las Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

 

c) Los asuntos que estuvieren en trámite al momento de iniciar sus funciones los 

juzgados o tribunales laborales, Centros de Conciliación y el organismo descentralizado, 

serán resueltos de conformidad con las disposiciones aplicables al momento de su inicio. 
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d) En su oportunidad, las autoridades competentes y las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje, deberán transferir los procedimientos, expedientes y documentación que 

tengan bajo su atención o resguardo a las nuevas instancias que se encargarán de 

resolver las diferencias y conflictos entre trabajadores y patrones, así como al organismo 

que llevará la atención de los asuntos relacionados con el registro de contratos 

colectivos de trabajo y organizaciones sindicales. 
 

e) Se respetarán conforme a la ley, los derechos de los trabajadores que actualmente 

tienen a su cargo la atención de las diferencias o conflictos entre capital y trabajo y sobre 

el registro de los contratos colectivos de trabajo y de organizaciones sindicales. 
 

Finalmente, señala que con esta reforma de fondo, de gran magnitud e implicaciones, el 

Gobierno de la República sigue construyendo todas las condiciones necesarias para 

incrementar la productividad laboral, promover el trabajo formal, impulsar con solidez el 

empleo juvenil, combatir el trabajo infantil e incorporar a las mujeres y personas con 

capacidades diferentes a la actividad y desarrollo económico del país. 
 

Así también, refiere que la suma de estas modificaciones contribuirá a consolidar el 

Estado Democrático de Derecho que todos queremos en México. Todas estas reformas 

están encaminadas a lograr que la justicia cotidiana laboral se acerque, cada vez más y 

de mejor manera, a trabajadores y empleadores para brindar y asegurar plena 

certidumbre jurídica. 
 

IV. Consideraciones de las Comisiones Dictaminadoras. 
 

Luego del análisis efectuado a la Minuta en estudio, y con base en los argumentos 

derivados del análisis que antecede, los cuales constituyen el sustento justificativo de la 

opinión emitida por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, quienes emitimos 

el presente dictamen estimamos procedente la Minuta de reforma constitucional que nos 

ocupa, con el objeto de transferir la esfera de competencia al Poder Judicial de la 

Federación, así como de las entidades federativas en materia de Justicia laboral. 
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La relación entre el Gobierno federal, los Estados y los trabajadores y empleadores del 

país es una correlación sólida, sustentada en la confianza, en el diálogo, en el consenso, 

en el acuerdo y respaldada por los mejores intereses de México, por lo que este órgano 

legislativo quiere ser partícipe de una reforma constitucional que mejorará la eficiencia 

de la justicia laboral, uniéndonos de manera solidaria en beneficio de los trabajadores, 

los cuales son pieza fundamental del desarrollo económico de nuestro País. 

 

Cabe precisar que nos encontramos a escasos meses de que nuestra constitución 

cumpla 100 años de existencia, tiempo en el que se han experimentado cambios 

vanguardistas, que han permitido a México lograr una estabilidad política, una mejor 

democracia y una renovada institucionalidad, y de este modo poder contar con 

organismos que cumplan con las demandas sociales que exigen los tiempos actuales, 

con el firme propósito de mejorar las condiciones de vida de quienes como mexicanos 

ponen una esfuerzo diario desde su trabajo para mejorar la economía de nuestro País. 

 

Ahora bien, en los últimos tiempos, a poco más de tres años de promulgadas las 

reformas en materia laboral, misma que fue resultado del consenso de la mayoría de las 

fuerzas políticas del País, ha dado resultados en casi la totalidad de los cambios 

introducidos en la ley suprema, sin embargo, como hemos mencionado los cambios 

deben ser continuos, ajustados a las realidades, y en este caso de la justicia laboral, 

esta transformación debe generar en un corto tiempo, una evolución significativa que 

mejore la eficiencia de la justicia laboral en México. 

 

Cabe señalar que uno de los puntos más sensibles de la reforma en materia laboral, han 

sido las medidas para mejorar las condiciones de empleo de los grupos vulnerables, las 

personas con discapacidad y proteger los derechos de los niños, lo cual es una prueba 

de sensibilidad, la cual debe ser premisa fundamental, ya que estos grupos sociales 

debe tener en todo momento una especial atención, eliminando la discriminación y el 

abuso laboral. 
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Por otro lado, la premisa fundamental de esta Minuta que nos ocupa es llevar a cabo 

una transformación mediante el traslado del Sistema de justicia laboral, pasando de las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje al Poder Judicial de la Federación, así como de los 

Estados. 

 

Asimismo, esta acción legislativa se ciñe a eliminar prácticas que durante un conflicto 

laboral den lugar a la incertidumbre jurídica, la cual vulnere los derechos laborales y 

afectando la vida de las personas, ya que la estabilidad laboral es el eje fundamental 

sobre el cual se sustenta la calidad de vida de las personas, es por ello que a través de 

este cambio constitucional vamos a eliminar todo aquello que convierta la justicia laboral 

en lenta, costosa, de difícil acceso y cuestionable. 

 

Así también, como se expone en la Minuta de referencia, México en los últimos años ha 

realizado importantes esfuerzos por modernizar las instituciones de impartición de 

justicia en el ámbito laboral, lo cual ha generado mayor credibilidad y certeza jurídica, sin 

embargo su estructura procesos se han mantenido intactas desde 1920, año de su 

fundación, por lo que este Poder Legislativo del Estado, como parte del constituyente 

permanente, debe ser partícipe del nuevo crecimiento y de llevar a la justicia laboral 

hacia una vanguardia que fortalezca las instituciones, y a su vez, se garanticen y 

respeten los principios que rigen la justicia, tal como prontitud y la expedites.  

 

Con base en lo antes expuesto, nos pronunciamos a favor de consolidar la autonomía y 

eficacia en la impartición de justicia, ya que a través de esta reforma constitucional, se 

dará inicio a un cambio de los más importantes que ha tenido la Carta Magna en la 

materia laboral. 
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Ahora bien, con el propósito de dar claridad al objeto de la acción legislativa en estudio, 

nos permitimos exponer una síntesis de los puntos elementales:  

 

El Poder Judicial de la Federación y los Poderes Judiciales de las entidades federativas 

asumirán las tareas de conocer y resolver los conflictos individuales y colectivos del 

trabajo que hasta ahora han estado confiados a las Juntas Federal y Locales de 

Conciliación y Arbitraje, por lo que se pretende una modificación al texto de la fracción 

XX del Apartado A del artículo 123 constitucional. 

 

De lo anterior, es preciso mencionar que antes de acudir a los tribunales laborales, los 

trabajadores y patrones, deberán asistir a la instancia conciliatoria correspondiente, 

mencionando que esta fase de la conciliación coadyuvara a solucionar los litigios legales 

bajo los principios de certeza, independencia, legalidad, imparcialidad, confiabilidad, 

eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y publicidad, garantizando los 

derechos laborales, refiriendo que los acuerdos tomados a través de esta fase permite 

que la justicia se torne más pronta y con eficiencia. 

 

En ese sentido, por lo que hace a este organismo de conciliación, en materia federal, se 

le caracteriza como un organismo descentralizado, dejándose la libertad de 

configuración normativa a las entidades federativas, para que determinen la naturaleza 

jurídica de las instancias locales, a las que se propone denominará del mismo modo, 

Centros de Conciliación. 

 

Para tal efecto, lo anterior se propone modificar la redacción de los párrafos segundo, 

tercero, cuarto (parte primera) y quinto del nuevo texto propuesto para la fracción XX del 

Apartado A del artículo 123 de nuestra ley fundamental. 
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Cabe señalar que para la designación del titular de este organismo se propone 

establecer un procedimiento, mediante la propuesta de una terna por parte del Titular del 

Poder Ejecutivo,  dentro de la cual la Cámara de Senadores elegirá al encargado del 

Centro de Conciliación. 

 

Es por ello, que se modificaran los párrafos sexto, séptimo y octavo de la fracción XX del 

Apartado A del artículo 123 constitucional. 

 

Por otro lado, se alude que una de las funciones trascendentes de este organismo de 

conciliación en materia federal, será la exclusividad para llevar el registro de todos los 

contratos colectivos de trabajo y las organizaciones sindicales, así como todos los 

procesos administrativos relacionados, entre otras materias que serán de gran 

relevancia para la función de este Centro de Conciliación. 

 

Es así que para lograr lo antes mencionado, se propone abrir un inciso e) a la fracción 

XXXI del Apartado A del propio artículo 123 constitucional. 

 

En ese mismo sentido, se propone establecer como elemento de garantía constitucional, 

el “voto personal, libre y secreto de los trabajadores para la elección de sus dirigentes, la 

resolución de conflictos entre sindicatos y la solicitud de celebración de un contrato 

colectivo de trabajo”. 

 

Este órgano legislativo se enuncia a favor de la modificación propuesta a la fracción 

XVIII del Apartado A del artículo 123, donde se establece una norma de certidumbre, 

tanto para los trabajadores como para los patrones, en torno a la licitud de un 

movimiento de huelga, cuando su objeto sea obtener la celebración de un contrato 

colectivo de trabajo, al precisar que la organización sindical, previo al emplazamiento, 

deberá acreditar la representación mayoritaria de los trabajadores. 
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Es por ello que estamos a favor de que se establezcan en la Carta Magna la libertad de 

negociación colectiva y la libre de expresión de los trabajadores y los patronos para 

determinar a quienes los representen, así como para la realización de determinadas 

actividades que entrañen la expresión de la voluntad de los trabajadores. 

 

Para tal efecto, se propone la incorporación de una nueva fracción XXII bis en el 

Apartado A del Artículo 123 constitucional. 

 

Finalmente, en cuanto hace a los artículos transitorios, se propone establecer los 

siguientes preceptos legales: 

 

Se establece el periodo de un año, siguiente a la entrada en vigor  de las reformas, para 

que tanto el Congreso de la Unión como las Legislaturas de las entidades federativas 

realicen las modificaciones que corresponden en el orden de su competencia. 

 

Se prevé que las autoridades que hasta ahora tienen competencia  en la materia 

deberán continuar atendiéndola hasta en tanto se instituyen e inician operaciones los 

ámbitos que recibirán las funciones transferidas, de conformidad con los previsto en las 

adecuaciones legislativas realizadas por el Congreso de la Unión y las legislaturas 

locales, esto es en cuanto las funciones de las Juntas de Conciliación y Arbitraje pasa a 

los Poderes Judiciales del país, así como de la asunción de la función conciliatoria por 

los órganos de conciliación federal y de las entidades federativas y de la transferencia de 

las cuestiones relacionadas con registros de organizaciones sindicales y de contratos 

colectivos de trabajo del ámbito de las autoridades administrativas laborales federal y 

locales. 
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Ahora bien, en lo que concierne a los asuntos que se encuentren en trámite al iniciar sus 

funciones los tribunales laborales, los Centros de Conciliación de las entidades 

federativas y el organismo descentralizado federal de conciliación y registro sindical y de 

contratos colectivos de trabajo, su resolución deberá hacerse en términos de las 

disposiciones aplicables al momento de su inicio. 

 

Así también, se establece que las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán transferir 

todo lo que tengan bajo su atención o resguardo, ya sea a los tribunales laborales y a los 

Centros de Conciliación que se encargarán de resolver las diferencias y los conflictos 

entre patrones y trabajadores, o en su caso, al organismo descentralizado que se 

encargará de atender los asuntos relacionados con el registro de contratos colectivos de 

trabajo y organizaciones sindicales. 

 

Es así que, con base en todo lo antes expuesto, estas dictaminadoras consideran 

procedente en todas y cada una de sus partes las reformas constitucionales que nos 

ocupan, motivo por el cual sometemos a la consideración de este Honorable Pleno 

Legislativo la presente opinión, solicitando el apoyo decidido de sus integrantes para la 

aprobación definitiva del dictamen de mérito, así como del siguiente proyecto de: 

 

PUNTO DE ACUERDO 

 
ARTÍCULO PRIMERO. La Sexagésima Tercera Legislatura del Congreso del Estado 

Libre y Soberano de Tamaulipas, aprueba en todas y cada una de sus partes, la Minuta 

proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia laboral, 

enviada a esta Representación Popular por la Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión, para quedar como sigue: 
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Artículo Único.- Se reforman el inciso d) de la fracción V del artículo 107; las fracciones 

XVIII, XIX, XX, XXI y el inciso b) de la fracción XXVII del artículo 123; se adicionan la fracción 

XXII bis y el inciso c) a la fracción XXXI del Apartado A del artículo 123, y se elimina el último 

párrafo de la fracción XXXI del Apartado A del artículo 123 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 107. … 

 

l. a IV. … 

 

V. … 

 

 

a) a c) … 

 

d) En materia laboral, cuando se reclamen resoluciones o sentencias definitivas que pongan fin al 

juicio dictadas por los tribunales laborales locales o federales o laudos del Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado y sus homólogos en las 

entidades federativas; 

… 

 

VI. a XVIII. … 

 

Artículo 123. … 

 

… 

 

A. … 
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l. a XVII. … 

 

XVIII. Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto conseguir el equilibrio entre los 

diversos factores de la producción, armonizando los derechos del trabajo con los del capital. En 

los servicios públicos será obligatorio para los trabajadores dar aviso, con diez días de 

anticipación, a los tribunales laborales, de la fecha señalada para la suspensión del trabajo. Las 

huelgas serán consideradas como ilícitas únicamente cuando la mayoría de los huelguistas 

ejerciera actos violentos contra las personas o las propiedades, o en caso de guerra, cuando 

aquéllos pertenezcan a los establecimientos y servicios que dependan del Gobierno. 
 

 

Cuando se trate de obtener la celebración de un contrato colectivo de trabajo se deberá acreditar 

que se cuenta con la representación de los trabajadores. 

 
 

XIX. Los paros serán lícitos únicamente cuando el exceso de producción haga necesario 

suspender el trabajo para mantener los precios en un límite costeable, previa aprobación de los 

tribunales laborales. 

 

XX. La resolución de las diferencias o los conflictos entre trabajadores y patrones estará a cargo 

de los tribunales laborales del Poder Judicial de la Federación o de las entidades federativas, 

cuyos integrantes serán designados atendiendo a lo dispuesto en los artículos 94, 97, 116, 

fracción III, y 122, Apartado A, fracción IV de esta Constitución, según corresponda, y deberán 

contar con capacidad y experiencia en materia laboral. Sus sentencias y resoluciones deberán 

observar los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, autonomía e independencia. 
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Antes de acudir a los tribunales laborales, los trabajadores y patrones deberán asistir a la 

instancia conciliatoria correspondiente. En el orden local, la función conciliatoria estará a cargo 

de los Centros de Conciliación, especializados e imparciales que se instituyan en las entidades 

federativas. Dichos centros tendrán personalidad jurídica y patrimonio propios. Contarán con 

plena autonomía técnica, operativa, presupuestaria, de decisión y de gestión. Se regirán por los 

principios de certeza, independencia, legalidad, imparcialidad, confiabilidad, eficacia, 

objetividad, profesionalismo, transparencia y publicidad. Su integración y funcionamiento se 

determinará en las leyes locales. 

 

La ley determinará el procedimiento que se deberá observar en la instancia conciliatoria. En todo 

caso, la etapa de conciliación consistirá en una sola audiencia obligatoria, con fecha y hora 

debidamente fijadas de manera expedita. Las subsecuentes audiencias de conciliación sólo se 

realizarán con el acuerdo de las partes en conflicto. La ley establecerá las reglas para que los 

convenios laborales adquieran condición de cosa juzgada, así como para su ejecución. 

 

En el orden federal, la función conciliatoria estará a cargo de un organismo descentralizado. Al 

organismo descentralizado le corresponderá además, el registro de todos los contratos colectivos 

de trabajo y las organizaciones sindicales, así como todos los procesos administrativos 

relacionados. 

 

El organismo descentralizado a que se refiere el párrafo anterior contará con personalidad 

jurídica y patrimonio propios, plena autonomía técnica, operativa, presupuestaria, de decisión y 

de gestión. Se regirá por los principios de certeza, independencia, legalidad, imparcialidad, 

confiabilidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y publicidad. Su integración y 

funcionamiento se determinará en la ley de la materia. 
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Para la designación del titular del organismo descentralizado a que se refiere el párrafo anterior, 

el Ejecutivo Federal someterá una terna a consideración de la Cámara de Senadores, la cual 

previa comparecencia de las personas propuestas, realizará la designación correspondiente. La 

designación se hará por el voto de las dos terceras partes de los integrantes de la Cámara de 

Senadores presentes, dentro del improrrogable plazo de treinta días. Si la Cámara de Senadores 

no resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el cargo aquél que, dentro de dicha terna, designe el 

Ejecutivo Federal. 

 

En caso de que la Cámara de Senadores rechace la totalidad de la terna propuesta, el Ejecutivo 

Federal someterá una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si esta segunda terna fuere 

rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de dicha terna designe el Ejecutivo Federal. 

 

El nombramiento deberá recaer en una persona que tenga capacidad y experiencia en las 

materias de la competencia del organismo descentralizado; que no haya ocupado un cargo en 

algún partido político, ni haya sido candidato a ocupar un cargo público de elección popular en 

los tres años anteriores a la designación; y que goce de buena reputación y no haya sido 

condenado por delito doloso. Asimismo, deberá cumplir los requisitos que establezca la ley. 

Desempeñará su encargo por periodos de seis años y podrá ser reelecto por una sola ocasión. En 

caso de falta absoluta, el sustituto será nombrado para concluir el periodo respectivo. Sólo podrá 

ser removido por causa grave en los términos del Título IV de esta Constitución y no podrá tener 

ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de aquéllos en que actúen en representación 

del organismo y de los no remunerados en actividades docentes, científicas, culturales o de 

beneficencia. 

 

XXI. Si el patrono se negare a someter sus diferencias al arbitraje o a cumplir con la resolución, 

se dará por terminado el contrato de trabajo y quedará obligado a indemnizar al obrero con el 

importe de tres meses de salario, además de la responsabilidad que le resulte del conflicto. Esta 

disposición no será aplicable en los casos de las acciones consignadas en la fracción siguiente. Si 

la negativa fuere de los trabajadores, se dará por terminado el contrato de trabajo. 
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XXII. … 

 

XXII Bis. Los procedimientos y requisitos que establezca la ley para asegurar la libertad de 

negociación colectiva y los legítimos intereses de trabajadores y patrones, deberán garantizar, 

entre otros, los siguientes principios: 

 

a) Representatividad de las organizaciones sindicales, y 

 

b) Certeza en la firma, registro y depósito de los contratos colectivos de trabajo. 

 

Para la resolución de conflictos entre sindicatos, la solicitud de celebración de un contrato 

colectivo de trabajo y la elección de dirigentes, el voto de los trabajadores será personal, libre y 

secreto. La ley garantizará el cumplimiento de estos principios. Con base en lo anterior, para la 

elección de dirigentes, los estatutos sindicales podrán, de conformidad con lo dispuesto en la ley, 

fijar modalidades procedimentales aplicables a los respectivos procesos. 

 

XXIII. a XXVI. … 

 

XXVII. … 

 

a) … 

 

b) Las que fijen un salario que no sea remunerador a juicio de los tribunales laborales. 

 

c) a h) ... 

 

XXVIII. a XXX. … 
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XXXI. … 

 

a) y b) … 

 

c) Materias: 

 

1. El registro de todos los contratos colectivos de trabajo y las organizaciones sindicales, así 

como todos los procesos administrativos relacionados; 

 

2. La aplicación de las disposiciones de trabajo en los asuntos relativos a conflictos que afecten a 

dos o más entidades federativas; 

 

3. Contratos colectivos que hayan sido declarados obligatorios en más de una entidad federativa; 

 

4.  Obligaciones patronales en materia educativa, en los términos de ley, y 

 

5. Obligaciones de los patrones en materia de capacitación y adiestramiento de sus trabajadores, 

así como de seguridad e higiene en los centros de trabajo, para lo cual, las autoridades federales 

contarán con el auxilio de las estatales, cuando se trate de ramas o actividades de jurisdicción 

local, los términos de la ley correspondiente. 

 

B. … 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 
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Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas deberán realizar 

las adecuaciones legislativas que correspondan para dar cumplimiento a lo previsto en el 

presente Decreto, dentro del año siguiente a la entrada en vigor del mismo. 

 

Tercero. En tanto se instituyen e inician operaciones los tribunales laborales, los Centros de 

Conciliación y el organismo descentralizado a que se refiere el presente Decreto, de conformidad 

con el transitorio anterior, las Juntas de Conciliación y Arbitraje y, en su caso, la Secretaría del 

Trabajo y Previsión Social o las autoridades locales laborales, continuarán atendiendo las 

diferencias o conflictos que se presenten entre el capital y el trabajo y sobre el registro de los 

contratos colectivos de trabajo y de organizaciones sindicales. 

 

Los Tribunales Colegiados de Circuito del Poder Judicial de la Federación continuarán 

conociendo de los amparos interpuestos en contra de los laudos emitidos por las referidas Juntas 

en términos de lo previsto por la fracción V del artículo 107 de esta Constitución. 

 

Los asuntos que estuvieran en trámite al momento de iniciar sus funciones los tribunales 

laborales, los Centros de Conciliación y el organismo descentralizado a que se refiere el presente 

Decreto, serán resueltos de conformidad con las disposiciones aplicables al momento de su inicio. 

 

Cuarto. Dentro del plazo a que se refiere el artículo segundo transitorio de este Decreto, el 

Ejecutivo Federal someterá a la Cámara de Senadores la terna para la· designación del titular 

del organismo descentralizado que se encargará de atender los asuntos relacionados con el 

registro de contratos colectivos de trabajo y organizaciones sindicales. 

 

Quinto. En cualquier caso, los derechos de los trabajadores que tienen a su cargo la atención de 

los asuntos a que se refiere el primer párrafo del artículo tercero transitorio, se respetarán 

conforme a la ley. 
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Sexto. Las autoridades competentes y las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán transferir 

los procedimientos, expedientes y documentación que, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, tengan bajo su atención o resguardo a los tribunales laborales y a los Centros de 

Conciliación que se encargarán de resolver las diferencias y los conflictos entre patrones y 

trabajadores. 

 

Asimismo, las autoridades competentes y las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán 

transferir los expedientes y documentación que, en el ámbito de sus respectivas competencias 

tengan bajo su atención o resguardo, al organismo descentralizado que se encargará de atender 

los asuntos relacionados con el registro de contratos colectivos de trabajo y organizaciones 

sindicales. 

 
ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos del artículo 135 de la Constitución General de 

la República y 88 párrafos 4 y 6 de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento 

Internos del Congreso del Estado de Tamaulipas, comuníquese el presente Punto de 

Acuerdo a las Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión, así 

como a las Legislaturas de los Estados de la República, para los efectos constitucionales 

correspondientes. 

 
ARTÍCULO TERCERO. Con fundamento en lo establecido en el artículo 88 párrafo 3 de 

la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado de 

Tamaulipas, envíese el presente Punto de Acuerdo al Titular del Poder Ejecutivo Estatal, 

para su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

 
 

T R A N S I T O R I O 
 

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Punto de Acuerdo inicia su vigencia a partir de su 
expedición. 
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Dado en la Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, a los trece días del mes de diciembre de 
dos mil dieciséis. 
 

              COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES 
 
 

 NOMBRE    A FAVOR EN CONTRA ABSTENCIÓN  
 

DIP. RAFAEL GONZÁLEZ 
BENAVIDES 
PRESIDENTE 

 
 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 
 
____________ 

 
 
 
 
 
 ___________ 

  
 
DIP. BRENDA GEORGINA 
CÁRDENAS THOMAE 
SECRETARIA 
 

 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 

____________ 

 
 
 
 

____________ 

 
 
DIP. ISSIS CANTÚ MANZANO 
VOCAL 
 

 
 

 
 

_____________ 

 
 

 
 

____________ 

 
 
 

 
____________ 

  
 
DIP. VÍCTOR ADRIÁN MERAZ 
PADRÓN 
VOCAL 
 

 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 

____________ 

 
 
 
 
____________ 

  
DIP. ANTO ADAN MARTE 
TLÁLOC TOVAR GARCÍA 
VOCAL 
 

 
 
 

_____________ 

 
 
 

____________ 

 
 
 
____________ 

 
 
DIP. CARLOS ALBERTO 
GARCÍA GONZÁLEZ 
VOCAL 

 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 

____________ 

 
 
 
 
____________ 

  
 
DIP. OSCAR MARTÍN RAMOS 
SALINAS 
VOCAL 

 
 
 

 
 

_____________ 

 
 
 

 
 

____________ 

 
 
 

 
 

____________ 
 

HOJA DE FIRMAS DEL DICTAMEN RECAÍDO A LA MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LOS 
ARTÍCULOS 107 Y 123 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE JUSTICIA LABORAL. 
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Dado en la Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, a los trece días del mes de diciembre de dos 
mil dieciséis. 
 

              COMISIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
 
 

 NOMBRE    A FAVOR EN CONTRA ABSTENCIÓN  
 

 
DIP. PEDRO LUIS RAMÍREZ 
PERALES 
PRESIDENTE 

 
 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 
 
____________ 

 
 
 
 
 
 ___________ 

  
DIP. OSCAR MARTÍN RAMOS 
SALINAS 
SECRETARIO 
 

 
 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 
 

____________ 

 
 
 
 
 

____________ 
 
  

DIP. ISSIS CANTÚ MANZANO 
VOCAL 
 

 
 

 
 

_____________ 

 
 

 
 

____________ 

 
 
 

 
____________ 

  
 
DIP. CLEMENTE GÓMEZ 
JIMÉNEZ 
VOCAL 
 

 
 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 
 

____________ 

 
 
 
 
 
____________ 

 
 
 
 
 
 

DIP. JOAQUÍN ANTONIO 
HERNÁNDEZ CORREA 
VOCAL 
 

 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 

____________ 

 
 
 
 
____________ 

 
  

DIP. JUAN CARLOS CÓRDOVA 
ESPINOSA 
VOCAL 

 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 

____________ 

 
 
 
 
____________ 

  
 
DIP. RAFAEL GONZÁLEZ 
BENAVIDES 
VOCAL 

 
 
 
 
 

_____________ 

 
 
 
 
 

____________ 

 
 
 
 
 
____________ 

 
HOJA DE FIRMAS DEL DICTAMEN RECAÍDO A LA MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LOS ARTÍCULOS 
107 Y 123 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE JUSTICIA LABORAL. 
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